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PODER LEGISLATIVO 

PROYECTOS 

 

EXPEDIENTE N.º 21.014 
 

LEY DE LUCHA CONTRA EL USO ABUSIVO DE LA CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA ENTRE ENTES 
DE DERECHO PÚBLICO 
 

EXPEDIENTE N° 21.015 
 

REFORMA DEL ARTÍCULO 238 DE LA LEY DE TRÁNSITO POR VÍAS PÚBLICAS TERRESTRES Y 
SEGURIDAD VIAL, N° 9078, DE 4 DE OCTUBRE DE 2012, Y SUS REFORMAS  
 

EXPEDIENTE N° 21.028 
 

ADICIÓN DE UN PÁRRAFO SEGUNDO AL ARTÍCULO 38 Y UN INCISO E) vAL ARTÍCULO 70 DEL 
CÓDIGO PROCESAL PENAL, LEY N.° 7594 DE 10 DE ABRIL DE 1996 Y SUS REFORMAS. LEY PARA 
FORTALECER EL DERECHO DE TODA PERSONA A RECLAMAR LA REPARACIÓN DEL DAÑO CAUSADO 
AL AMBIENTE 
 

EXPEDIENTE Nº 21.030 
 

LEY PARA DEMOCRATIZAR LAS AUDIENCIAS PÚBLICAS DE ARESEP REFORMA DEL ARTÍCULO 36 Y 
ADICIÓN DE UN NUEVO ARTÍCULO 36 BIS DE LA LEY DE LA AUTORIDAD REGULADORA DE LOS 
SERVICIOS PÚBLICOS, LEY Nº 7593  
 

EXPEDIENTE N.º 20.617 
 

https://www.imprentanacional.go.cr/pub/2018/11/20/COMP_20_11_2018.pdf
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AUTORIZACIÓN AL ESTADO PARA QUE DONE UN TERRENO DE SU PROPIEDAD A LAS 
TEMPORALIDADES DE LA DIÓCESIS DE SAN ISIDRO DE EL GENERAL 

PODER EJECUTIVO 

DECRETOS 

 

DECRETO N° 41220-MP-MD 
 

DECLARATORIA DE INTERÉS PÚBLICO DE LA X COPA INTERNACIONAL CHOROTEGA DE NATACIÓN 
DEL 2019 
 

DECRETO Nº 41335 –MGP 
 

CONCEDER ASUETO A LOS EMPLEADOS PÚBLICOS DEL CANTÓN DE SIQUIRRES, PROVINCIA DE 
LIMÓN, EL DÍA SÁBADO 29 DE SETIEMBRE DEL 2018, CON LAS SALVEDADES QUE ESTABLECEN LAS 
LEYES ESPECIALES, CON MOTIVO DE LA CELEBRACIÓN DE LAS FIESTAS CÍVICO-PATRONALES DE 
DICHO CANTÓN 
 

ACUERDOS 

 

MINISTERIO DE AGRICULTURA Y GANADERÍA 
 

ACUERDO Nº 006-2018-MAG 
 

DECLARAR DE INTERÉS PÚBLICO LA ACTIVIDAD TITULADA: “XXIV CONGRESO LATINOAMERICANO 
DE MALEZAS 2019” 
 

DOCUMENTOS VARIOS 
 

 GOBERNACIÓN Y POLICÍA 

 HACIENDA 

 AGRICULTURA Y GANADERÍA 

 OBRAS PÚBLICAS Y TRANSPORTES 

 EDUCACIÓN PÚBLICA 

 TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL 

 JUSTICIA Y PAZ 

 AMBIENTE Y ENERGÍA 
 

 

TRIBUNAL SUPREMO DE ELECCIONES 
 

 RESOLUCIONES 

 EDICTOS 

 AVISOS 

https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=20/11/2018#gobernacin-y-polica
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=20/11/2018#hacienda
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=20/11/2018#agricultura-y-ganadera
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=20/11/2018#obras-pblicas-y-transportes
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=20/11/2018#educacin-pblica
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=20/11/2018#trabajo-y-seguridad-social
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=20/11/2018#justicia-y-paz
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=20/11/2018#ambiente-y-energa
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=20/11/2018#resoluciones
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=20/11/2018#edictos
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=20/11/2018#avisos


3 

 

 
Dirección: San José, Avenidas 2 y 6, calle 13, Internet Http://www.pgr.go.cr  

Apdo. 78-1003 La Corte. Teléfono 2243-8400, faxes 2233-7010, 2255-0997, 2222-5335 

CONTRATACION ADMINISTRATIVA 
 

 LICITACIONES 

 ADJUDICACIONES 

 REGISTRO DE PROVEEDORES 

 NOTIFICACIONES 

 FE DE ERRATAS 
 

REGLAMENTOS  
 

CONSEJO NACIONAL DE RECTORES 
 

REGLAMENTO DEL SISTEMA ARCHIVÍSTICO INSTITUCIONAL 
 

AVISOS 
 
COLEGIO DE MÉDICOS Y CIRUJANOS DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA 
 

PERFIL PROFESIONAL DEL MÉDICO SUBESPECIALISTA EN MEDICINA DEL SUEÑO 
 

REFINADORA COSTARRICENSE DE PETRÓLEO S. A. 
 

REGLAMENTO DE TRANSPORTE 
 

REGLAMENTO PARA LA PREVENCIÓN INTEGRAL DEL CONSUMO DE SUSTANCIAS PSICOACTIVAS EN 
RECOPE 
 

INSTITUCIONES DESCENTRALIZADAS 
 

 UNIVERSIDAD DE COSTA RICA 

 UNIVERSIDAD NACIONAL 

 INSTITUTO TECNOLÓGICO DE COSTA RICA 

 SERVICIO NACIONAL DE AGUAS SUBTERRÁNEAS 

 RIEGO Y AVENAMIENTO 

 PATRONATO NACIONAL DE LA INFANCIA 

 ENTE COSTARRICENSE DE ACREDITACIÓN 
 

REGIMEN MUNICIPAL  
 

 MUNICIPALIDAD DE GOICOECHEA 

 MUNICIPALIDAD DE ALAJUELITA 

 

AVISOS 
 

https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=20/11/2018#licitaciones
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=20/11/2018#adjudicaciones
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=20/11/2018#registro-de-proveedores
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=20/11/2018#notificaciones
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=20/11/2018#fe-de-erratas
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=20/11/2018#consejo-nacional-de-rectores
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=20/11/2018#avisos
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=20/11/2018#universidad-de-costa-rica
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=20/11/2018#universidad-nacional
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=20/11/2018#instituto-tecnolgico-de-costarica
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=20/11/2018#servicio-nacional-de-aguassubterrneas
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=20/11/2018#riego-y-avenamiento
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=20/11/2018#patronato-nacional-de-lainfancia
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=20/11/2018#ente-costarricense-deacreditacin
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=20/11/2018#municipalidad-de-goicoechea
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=20/11/2018#municipalidad-de-alajuelita
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 CONVOCATORIAS 

 AVISOS 
 

NOTIFICACIONES 
 

 JUSTICIA Y PAZ 

 INSTITUTO DE DESARROLLO RURAL 

 AUTORIDAD REGULADORA 

 DE LOS SERVICIOSPÚBLICOS 

 MUNICIPALIDADES 
 

 

FE DE ERRATAS 
 

 

MUNICIPALIDADES 
 

MUNICIPALIDAD DE GRECIA 
 
La Administración Tributaria, con base en el oficio DONT-357-2018, del 11 de setiembre de 
2018, procede a corregir la imagen N° 02 de la Matriz de Información, Parte N° 2 publicada en 
el Alcance N° 292 del 07 de diciembre de 2016, para que se lea de la siguiente forma: 
 

Para ver la imagen solo en La Gaceta en formato PDF 
  
Adicionalmente, se adjunta texto sustitutivo del informe técnico, pagina 23, con referencia a 
la zona 203-01-U20, debiendo agregarse a la presente publicación, lo siguiente: 
“ANEXO N° 2 
203-01-U20 Centro Comercial Plaza Grecia el Ingenio 
Zona Homogénea nueva. Se origina a partir de la zona homogénea 203-01-U14, y corresponde al 
Centro Comercial Plaza Grecia El Ingenio. 
En esta zona se determinó un Lote Tipo de 21 000 m² de área, con un frente de 60 m. 
Según los análisis de la información obtenida en campo para esta zona se definió un valor 
unitario de ¢50.000,00/m² (cincuenta mil colones el metro cuadrado de terreno).” 
En lo demás, se deja firme y valedero, lo publicado en Alcance N° 292 del 07 de diciembre de 
2016. 
Lo anterior es válido a partir de su publicación. 
Mba. Alina Álvarez Arroyo, Administradora Tributaria.—1 vez.—O. C. N° 49014.—Solicitud N° 
132119.—( IN2018296273 ). 
 

 

 

https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=20/11/2018#convocatorias
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=20/11/2018#avisos
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=20/11/2018#justicia-y-paz
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=20/11/2018#instituto-de-desarrollo-rural
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=20/11/2018#autoridad-reguladora
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=20/11/2018#de-los-serviciospblicos
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=20/11/2018#municipalidades
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BOLETÍN JUDICIAL 
 

Boletín con Firma digital (ctrl+clic) 

 

SECRETARIA GENERAL 

 

CIRCULAR N° 106-2018 
 

ASUNTO:    Cuenta de correo electrónico para comunicar resoluciones judiciales referente a 
los mecanismos electrónicos de Seguimiento en materia penal que se deben notificar al 
Ministerio de Justicia y Paz. 
 
CIRCULAR Nº 107-2018 

 

ASUNTO:    Modificación a la circular N° 80-2018 sobre “Donaciones que realizan al Poder  
 
CIRCULAR N° 108-2018 

 

Asunto:   Atención de servicios en el Poder Judicial en virtud de la Huelga Nacional del 
Movimiento Sindical. 
 
CIRCULAR N° 109-2018 

 

Asunto:   Modificación de la circular N° 104-08, únicamente en el sentido que las solicitudes 
para impartir lecciones fuera de la jornada laboral, deberán ser remitidas a la Dirección de 
Gestión Humana y no ante el Consejo Superior. 
 

SALA CONSTITUCIONAL 

 

ASUNTO: Acción de Inconstitucionalidad 
 

A LOS TRIBUNALES Y AUTORIDADES DE LA REPÚBLICA 
HACE SABER: 

 
SEGUNDA PUBLICACIÓN 

 
De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 81 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, dentro 
de la acción de inconstitucionalidad número 18-015287-0007-CO que promueve Benjamín 
Joel Mayorga Mora, se ha dictado la resolución que literalmente dice: «Sala Constitucional de 
la Corte Suprema de Justicia. San José, a las ocho horas y veintitrés minutos de cuatro de 
octubre de dos mil dieciocho. Se da curso a la acción de inconstitucionalidad interpuesta por 
Daisy Magaly Lázaro Quesada, mayor, soltera, planificadora económica y social, indígena 
Brunca, portadora de la cédula de identidad Nº 7-0165-0631 y Benjamín Mayorga Mora, 

https://www.imprentanacional.go.cr/pub-boletin/2018/11/bol_20_11_2018.pdf
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mayor, casado, entrenador, indígena del pueblo Bribrí de Talamanca, portador de la cédula 
de identidad Nº 7-087-0623, para que se declare inconstitucional la Ley para autorizar el 
aprovechamiento de agua para consumo humano y construcción de obras conexas en el 
patrimonio natural del Estado, Ley Nº 9590 de 3 de julio de 2018, por estimarla contraria a lo 
dispuesto en los artículos 9, 50 y 89 de la Constitución Política, a los principios precautorio, de 
objetivación y de no regresión en materia ambiental, a lo señalado en el numeral 5 de la 
Convención para la Protección de la Flora, la Fauna y de las Bellezas Escénicas Naturales de 
los Países de América, en el Convenio Regional para el Manejo y Conservación de los 
Ecosistemas Naturales Forestales y el Desarrollo de Plantaciones Forestales del Sistema de 
Integración Centroamericana, en los ordinales 4 y 5 de la Convención sobre Protección del 
Patrimonio Mundial, Cultural y Natural, en los artículos 2.5 y 4.2 de la Convención Relativa a 
los Humedales de Importancia Internacional (Convenio Ramsar), en el ordinal 6.1.a. del 
Convenio 169 de la OIT Sobre Pueblos Indígenas y Tribales y en los artículos 8.1, 25 y 32.1 de 
la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas. Se confiere 
audiencia por quince días a la Procuraduría General de la República, al Ministro de Ambiente 
y Energía, al Presidente Ejecutivo del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, 
al Presidente de la Junta Directiva de la Comisión Nacional de Asuntos Indígenas y al Director 
Ejecutivo del Sistema Nacional de Áreas de Conservación. Argumentan que mediante el 
artículo 1 de la ley (que, a su vez, modifica el ordinal 18 de la Ley Forestal), se incluye una 
nueva actividad en las zonas llamadas patrimonio natural del Estado, sea, la extracción de 
agua en sitios de alta fragilidad, en ecosistemas boscosos ricos en biodiversidad, lo cual 
conlleva a un claro cambio de uso de suelo en aquellos trayectos por donde pasa la tubería y 
donde se harán obras permanentes (v. gr. embalses de captación, casetas de bombeo para 
impulsión del agua, etc.). Acusan que tales obras implican una serie de impactos negativos en 
el ambiente tales como la tala de árboles, la eliminación de sotobosque, la realización de obras 
dentro de nacientes, ríos o quebradas, etc. Alegan que sobre dicha modificación no existe, en 
el respectivo expediente legislativo, un solo registro donde consten todos los referidos sitios 
considerados patrimonio natural del Estado, los números de áreas a impactar o bien estudios 
técnicos que descarten los impactos negativos dentro de los sitios de protección, los costos, 
las repercusiones en la biodiversidad, etc. Afirman que no se contó con un soporte técnico 
que justificara y cuantificara los cambios de uso de suelo que podrían ser de kilómetros o de 
decenas de estos en sitios de protección. Manifiestan que se elaboró, sin fundamento técnico 
o científico, una modificación legislativa que amplía un uso que conlleva a la desafectación 
genérica de todos los sitios que son patrimonio natural del Estado o áreas silvestres 
protegidas. Sostienen que la omisión anterior no se solventa al indicarse en el artículo 2 (que 
adiciona el ordinal 18 bis de la Ley Forestal), que todas las obras “deberán ser ejecutadas con 
base en estudios técnicos, procurando el menor impacto ambiental posible según el 
instrumento de evaluación de impacto ambiental que corresponda”. Agregan que el hecho 
que no se solicite un estudio de impacto ambiental para futuros acueductos dentro del 
patrimonio natural del Estado de forma expresa y clara, genera una duda, en el sentido que 
la viabilidad ambiental futura no se realice con el instrumento técnico apropiado. Alegan que 
lo anterior afecta colateralmente el proceso de participación pública de la ciudadanía 
vinculado directamente con la realización de los estudios de impacto ambiental. Manifiestan 
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que también era necesario que se exigiera una evaluación ambiental estratégica, en conjunto 
con los estudios de impacto ambiental, ya que por medio de la primera se puede analizar el 
escenario de las necesidades, así como los impactos regionales generados a partir de la 
instalación de acueductos en un sitio considerado patrimonio natural del Estado o área 
silvestre protegida. De otra parte, consideran que, sin justificación alguna, el artículo 2 (que 
crea el ordinal 18 bis) establece que en terrenos que son patrimonio natural del Estado y que 
pertenecen a las administraciones públicas (a las municipalidades, a la Empresa de Servicios 
Públicos de Heredia, etc.), no será necesario solicitar una autorización al MINAE cuando se 
trata de construir acueductos, hacer talas, eliminar sotobosque, alterar ecosistemas, etc. Lo 
anterior, aducen, a pesar que el ordinal 1 de la Ley (por el cual se crea el artículo 18 de la Ley 
Forestal) dispone que en el patrimonio natural, el Estado podrá realizar o autorizar labores de 
investigación, capacitación y ecotorismo, así como actividades necesarias para el 
aprovechamiento de agua para consumo humano, de conformidad con el artículo 18 bis de 
esta ley, una vez aprobadas por el Ministerio de Ambiente y Energía, el que definirá, cuando 
corresponda, la realización de evaluaciones de impacto ambiental, según lo establezca el 
reglamento de esa ley. En esencia, no comprenden porqué se hace dicha distinción y, por 
ende, porqué las referidas instituciones quedan exentas de solicitar autorización ante el 
MINAE, el que, conforme el artículo 13 de la Ley Forestal, es el administrador de todo el 
patrimonio natural del Estado. Estiman que no medió una razón técnica o científica en dicha 
exclusión. Aducen que la norma impugnada crea un conflicto de competencias entre el MINAE 
y el resto de instituciones citadas. Añaden que el ordinal 18 bis le otorga una competencia al 
Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados (asegurar que no se altere el caudal 
ecológico), a pesar que esta no le corresponde. Afirman que todo lo relacionado con temas 
de caudales ecológicos le corresponde a la Dirección de Aguas y al Sistema Nacional de Áreas 
de Conservación del MINAE. Sobre el particular, sostienen que se realizó un traslado 
irresponsable y sin fundamento alguno de tales competencias. De otra parte, manifiestan que, 
conforme a la Ley Orgánica del Ambiente, existen siete tipos de áreas silvestres protegidas. 
Alegan que, pese a lo anterior, el ordinal 18 bis quese crea conforme el artículo 2 de la ley 
impugnada, dispone que “En el caso de áreas silvestres protegidas de protección absoluta, 
sea parques nacionales y reservas biológicas, además deberá cumplirse con lo dispuesto en el 
artículo 38 de la Ley N° 7554, Ley Orgánica del Ambiente”. De este modo, refieren que, sin 
fundamento alguno, el artículo 18 bis crea un régimen especial que elimina cinco tipos de 
áreas silvestres protegidas de la aplicación del ordinal 38 de la Ley Orgánica del Ambiente. 
Explican que haciendo una interpretación amplia y protectora de la biodiversidad, tanto los 
sitios que son patrimonio natural del Estado como las áreas silvestres protegidas, quedan 
cubiertas por el referido artículo 38 y, por ende, cuando hay reducciones de áreas o cambios 
de uso de suelo, se debe acudir a la compensación. En otros términos, afirman que, contrario 
a lo que dispone la normativa impugnada, siempre que se vaya a realizar un acueducto en 
sitios protegidos, se debe acudir a la desafectación por cambio de uso de suelo, incluso, se 
debe llevar a cabo la compensación de áreas. A modo de ejemplo, explican que la normativa 
cuestionada excluyó a los humedales de la aplicación del ordinal 38 de la Ley Orgánica del 
Ambiental, lo cual, claramente, deviene en inconstitucional. En otro orden de 
consideraciones, manifiestan que muchos sitios que son áreas silvestres protegidas y 
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patrimonio natural del Estado se encuentran en territorio indígena. Pese a esto, aducen que 
los pueblos indígenas no fueron consultados sobre la ley impugnada. Estiman que lo anterior 
violenta su derecho a la información y a la participación. Asimismo, consideran vulnerado lo 
dispuesto, sobre el particular, por el ordinal 6.1.a., del Convenio 169 de la OIT. 
Manifiestan que si el agua que se podría extraer de los territorios indígenas conlleva a instalar 
tuberías, casetas de bombas de impulsión, talar bosque y sotobosque, entre otras acciones, a 
los indígenas se les debió consultar de forma previa. Estiman que paralelamente se quebranta 
su cultura y estilo de vida. Añaden que por las mismas razones supra citadas, resulta 
inconstitucional el artículo 3 de la ley impugnada, por medio del cual se definió lo que es una 
reserva forestal. Sostienen que, sobre estas reservas, tampoco fueron consultados los pueblos 
indígenas. Esta acción se admite por reunir los requisitos a que se refiere la Ley de la 
Jurisdicción Constitucional en sus artículos 73 a 79. La legitimación de los accionantes 
proviene del artículo 75, párrafo 2°, de la Ley de la Jurisdicción Constitucional en cuanto se 
apersonan en defensa de intereses difusos (materia ambiental) y en defensa de un interés 
que atañe a una colectividad, en este caso los derechos de los pueblos indígenas. Publíquese 
por tres veces consecutivas un aviso en el Boletín Judicial sobre la interposición de la acción. 
Efectos jurídicos de la interposición de la acción: Se recuerdan los términos de los artículos 81 
y 82 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional que disponen lo siguiente “Artículo 81. Si el 
presidente considerare cumplidos los requisitos de que se ha hecho mérito, conferirá 
audiencia a la Procuraduría General de la República y a la contraparte que figure en el asunto 
principal, por un plazo de quince días, a fin de que manifiesten lo que estimen conveniente. 
Al mismo tiempo dispondrá enviar nota al tribunal u órgano que conozca del asunto, para que 
no dicte la resolución final antes de que la Sala se haya pronunciado sobre la acción, y 
ordenará que se publique un aviso en el Boletín Judicial, por tres veces consecutivas, haciendo 
saber a los tribunales y a los órganos que agotan la vía administrativa que esa demanda ha 
sido establecida, a efecto de que en los procesos o procedimientos en que se discuta la 
aplicación de la ley, decreto, disposición, acuerdo o resolución, tampoco se dicte resolución 
final mientras la Sala no haya hecho el pronunciamiento del caso. Si la acción fuere planteada 
por el Procurador General de la República, la audiencia se le dará a la persona que figure como 
parte contraria en el asunto principal.”, “Artículo 82. En los procesos en trámite no se 
suspenderá ninguna etapa diferente a la de dictar la resolución final, salvo que la acción de 
inconstitucionalidad se refiera a normas que deban aplicarse durante la tramitación”. Dentro 
de los quince días posteriores a la primera publicación del citado aviso, podrán apersonarse 
quienes figuren como partes en asuntos pendientes a la fecha de interposición de esta acción, 
en los que se discuta la aplicación de lo impugnado o aquellos con interés legítimo, a fin de 
coadyuvar en cuanto a su procedencia o improcedencia, o para ampliar, en su caso, los 
motivos de inconstitucionalidad en relación con el asunto que les interese. Se 
hace saber además, que de conformidad con los artículos 81 y 82 de la Ley de Jurisdicción 
Constitucional y conforme lo ha resuelto en forma reiterada la Sala (resoluciones Nos. 0536-
91, 0537-91, 0554-91 y 0881-91) esta publicación no suspende la vigencia de la norma en 
general, sino únicamente su aplicación en los casos y condiciones señaladas. Notifíquese. 
Fernando Castillo Víquez, Presidente a. í.” 
San José, 04 de octubre del 2018. 
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Vernor Perera León, 
Secretario a. í. 

O. C. N° 364-12-2017.—Solicitud N° 68-2017-JA.—( IN2018290678 ). 
 

Para los efectos del artículo 90 párrafo primero de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, que 
en la acción de inconstitucionalidad que se tramita con el número 14-012005-0007-CO 
promovida por Richard Rodríguez Cambronero contra el artículo 9.5 inciso f) del Plan 
Regulador de la Municipalidad de Escazú, por estimarlo contrario a los derechos protegidos 
en los artículos 24 y 45 de la Constitución Política, se ha dictado el voto número 2018-014136 
de las once horas y cuarenta minutos de veintinueve de agosto de dos mil dieciocho, que 
literalmente dice: 
“Se declara sin lugar la acción.” 
San José, 08 de octubre del 2018 

Vernor Perera León 
Secretario a.i. 

O. C. N° 364-12-2017.—Solicitud N° 68-2017-JA.—( IN2018290679 ). 
 
De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 81 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, dentro 
de la acción de inconstitucionalidad número 18-015830-0007-CO que promueve Otto Claudio 
Guevara Guth, se ha dictado la resolución que literalmente dice: “Sala Constitucional de la 
Corte Suprema de Justicia. San José, a las diez horas y cuarenta y dos minutos de diez de 
octubre de dos mil dieciocho. Se da curso a la acción de inconstitucionalidad interpuesta por 
Otto Guevara Guth, cédula de identidad Nº 1-544-893, para que se declare inconstitucionales 
los artículos 50 y 51 de la Convención Colectiva de Trabajo de la Municipalidad de Curridabat, 
por estimarlos contrarios a los derechos protegidos en los ordinales 11, 33, 46, 50, 57, 63 y 68 
de la Constitución Política, así como a los principios de igualdad, legalidad, razonabilidad y 
proporcionalidad. Se confiere audiencia por quince días al Procurador General de la República, 
al alcalde de la Municipalidad de Curridabat y al secretario general de la Asociación Nacional 
de Empleados Públicos y Privados (ANEP). Las normas se impugnan por cuanto crean 
privilegios que afectan la buena gestión en la prestación de los servicios públicos y atentan 
contra el manejo eficiente y adecuado de los fondos públicos. Explica el accionante que el 
instituto jurídico del auxilio de cesantía regulado en el ordinal 63 de la Carta Magna, establece 
el derecho de indemnizar a un trabajador que es despedido sin una causa justa para tal efecto. 
Pese a esto, alega que el ordinal 50 impugnado –de forma desproporcionada e irracional–, 
dispone que dicho instituto puede ser empleado por los trabajadores en caso de supresión 
del cargo, jubilación, renuncia o fallecimiento. Adicionalmente, aduce que el artículo 51 de la 
convención, reconoce un pago de cesantía sin límite de años, pese a que, en el sector privado, 
según lo establece el Código de Trabajo, el tope es de 8 años. Afirma que dicho tope 
contraviene igualmente lo señalado recientemente por el Tribunal Constitucional en la 
Sentencia Nº 2018-8882. Afirma que se está en presencia de un beneficio abusivo, 
desproporcionado y discriminatorio en relación con otros funcionarios públicos y privados del 
país. Esta acción se admite por reunir los requisitos a que se refiere la Ley de la Jurisdicción 
Constitucional, en sus artículos 73 a 79. La legitimación del accionante proviene del artículo 
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75, párrafo 2°, de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, en cuanto se apersona en defensa 
de intereses difusos. Publíquese por tres veces consecutivas un aviso en el Boletín Judicial 
sobre la interposición de la acción. Efectos jurídicos de la interposición de la acción: Se 
recuerdan los términos de los artículos 81 y 82 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional que 
disponen lo siguiente “Artículo 81. Si el presidente considerare cumplidos los requisitos de 
que se ha hecho mérito, conferirá audiencia a la Procuraduría General de la República y a la 
contraparte que figure en el asunto principal, por un plazo de quince días, a fin de que 
manifiesten lo que estimen conveniente. Al mismo tiempo dispondrá enviar nota al tribunal 
u órgano que conozca del asunto, para que no dicte la resolución final antes de que la Sala se 
haya pronunciado sobre la acción, y ordenará que se publique un aviso en el Boletín Judicial, 
por tres veces consecutivas, haciendo saber a los tribunales y a los órganos que agotan la vía 
administrativa que esa demanda ha sido establecida, a efecto de que en los procesos o 
procedimientos en que se discuta la aplicación de la ley, decreto, disposición, acuerdo o 
resolución, tampoco se dicte resolución final mientras la Sala no haya hecho el 
pronunciamiento del caso. Si la acción fuere planteada por el Procurador General de la 
República, la audiencia se le dará a la persona que figure como parte contraria en el asunto 
principal.”, “Artículo 82. En los procesos en trámite no se suspenderá ninguna etapa diferente 
a la de dictar la resolución final, salvo que la acción de inconstitucionalidad se refiera a normas 
que deban aplicarse durante la tramitación.”. Dentro de los quince días posteriores a la 
primera publicación del citado aviso, podrán apersonarse quienes figuren como partes en 
asuntos pendientes a la fecha de interposición de esta acción, en los que se discuta la 
aplicación de lo impugnado o aquellos con interés legítimo, a fin de coadyuvar en cuanto a su 
procedencia o improcedencia, o para ampliar, en su caso, los motivos de inconstitucionalidad 
en relación con el asunto que les interese. Se hace saber, además, que de conformidad con 
los artículos 81 y 82 de la Ley de Jurisdicción Constitucional y conforme lo ha resuelto en forma 
reiterada la Sala (resoluciones Nos. 0536-91, 0537-91, 0554-91 y 0881-91) esta publicación no 
suspende la vigencia de la norma en general, sino únicamente su aplicación en los casos y 
condiciones señaladas. Notifíquese. Fernando Castillo Víquez, Presidente a. í.” 
San José, 10 de octubre del 2018. 

Vernor Perera León 
Secretario a. í. 

O. C. N° 364-12-2017.—Solicitud N° 68-2017-JA.—( IN2018290681 ). 
 
De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 81 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, dentro 
de la acción de inconstitucionalidad número 18-015832- 0007-CO que promueve Otto Claudio 
Guevara Guth, se ha dictado la resolución que literalmente dice: «Sala Constitucional De La 
Corte Suprema De Justicia. San José, a las nueve horas y cuarenta minutos de diez de octubre 
de dos mil dieciocho. Se da curso a la acción de inconstitucionalidad interpuesta por Otto 
Claudio Guevara Guth, para que se declare inconstitucional el artículo 160 de la Convención 
Colectiva del Instituto Nacional de Seguros, por estimar que es contrario a los artículos 11, 33, 
46, 50, 57, 63 y 68 de la Constitución Política. Se confiere audiencia por quince días a la 
Procuraduría General de la República, al Presidente Ejecutivo del Instituto Nacional de 
Seguros y al Secretario General del Sindicato Unión de Personal del Instituto Nacional de 
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Seguros. Manifiesta que la norma se impugna en cuanto prohija un indebido manejo de 
fondos públicos, lo que lesiona los principios de igualdad, racionalidad, razonabilidad y 
proporcionalidad. La disposición establece privilegios que afectan el uso de fondos públicos, 
la buena gestión en la prestación de los servicios públicos y suponen un uso indebido del 
dinero de los contribuyentes. La norma impugnada establece la posibilidad de pago del auxilio 
de cesantía en caso de renuncia. El artículo 63 de la Constitución Política dispone que el pago 
del auxilio de cesantía solo procede para el caso de despido sin justa causa. La actuación de la 
administración pública debe realizarse dentro de un marco jurídico determinado y su fuerza 
de ley le está conferida en tanto se haya acordado con arreglo al ordenamiento jurídico. Por 
otra parte, la norma reconoce el pago por auxilio de cesantía hasta por 20 años. Esto excede 
el tope de 12 años, fijado recientemente por la Sala Constitucional en el voto Nº 2018-008882. 
Esta acción se admite por reunir los requisitos a que se refiere la Ley de la Jurisdicción 
Constitucional en sus artículos 73 a 79. La legitimación al accionante proviene del párrafo 
segundo del artículo 75 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional en tanto se trata de la 
defensa de intereses difusos como es el adecuado manejo de los fondos públicos. Publíquese 
por tres veces consecutivas un aviso en el Boletín Judicial sobre la interposición de la acción. 
Efectos jurídicos de la interposición de la acción: Se recuerdan los términos de los artículos 81 
y 82 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional que disponen lo siguiente “Artículo 81. Si 
el Presidente considerare cumplidos los requisitos de que se ha hecho mérito, conferirá 
audiencia a la Procuraduría General de la República y a la contraparte que figure en el asunto 
principal, por un plazo de quince días, a fin de que manifiesten lo que estimen conveniente. 
Al mismo tiempo dispondrá enviar nota al tribunal u órgano que conozca del asunto, para que 
no dicte la resolución final antes de que la Sala se haya pronunciado sobre la acción, y 
ordenará que se publique un aviso en el Boletín Judicial, por tres veces consecutivas, haciendo 
saber a los tribunales y a los órganos que agotan la vía administrativa que esa demanda ha 
sido establecida, a efecto de que en los procesos o procedimientos en que se discuta la 
aplicación de la ley, decreto, disposición, acuerdo o resolución, tampoco se dicte resolución 
final mientras la Sala no haya hecho el pronunciamiento del caso. Si la acción fuere planteada 
por el Procurador General de la República, la audiencia se le dará a la persona que figure como 
parte contraria en el asunto principal.”, “Artículo 82. En los procesos en trámite no se 
suspenderá ninguna etapa diferente a la de dictar la resolución final, salvo que la acción de 
inconstitucionalidad se refiera a normas que deban aplicarse durante la tramitación.”. Dentro 
de los quince días posteriores a la primera publicación del citado aviso, podrán apersonarse 
quienes figuren como partes en asuntos pendientes a la fecha de interposición de esta acción, 
en los que se discuta la aplicación de lo impugnado o aquellos con interés legítimo, a fin de 
coadyuvar en cuanto a su procedencia o improcedencia, o para ampliar, en su caso, los 
motivos de inconstitucionalidad en relación con el asunto que les interese. Se 
hace saber además, que de conformidad con los artículos 81 y 82 de la Ley de Jurisdicción 
Constitucional y conforme lo ha resuelto en forma reiterada la Sala (resoluciones 0536-91, 
0537-91, 0554-91 y 0881-91) esta publicación no suspende la vigencia de la norma en general, 
sino únicamente su aplicación en los casos y condiciones señaladas. Notifíquese. /Fernando 
Castillo Víquez, Presidente a. í./.” 
San José, 10 de octubre del 2018. 
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                                                                               Vernor Perera León 
                                                                                     Secretario a. í. 
O. C. N° 364-12-2017.—Solicitud N° 68-2017-JA.—( IN2018290682 ). 
De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 81 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, dentro 
de la acción de inconstitucionalidad número 18-015844-0007-CO que promueve Otto Claudio 
Guevara Guth, se ha dictado la resolución que literalmente dice: «Sala Constitucional de la 
Corte Suprema de Justicia. San José, a las nueve horas y cuarenta y seis minutos de diez de 
octubre de dos mil dieciocho. /Se da curso a la acción de inconstitucionalidad interpuesta por 
Otto Claudio Guevara Guth, para que se declare inconstitucional el artículo 46 de la 
Convención Colectiva de Trabajo de la Municipalidad de Siquirres, por estimarlo contrario a 
los artículos 11, 33, 46, 50, 57, 63 y 68 de la Constitución Política. Se confiere audiencia por 
quince días a la Procuraduría General de la República, al Alcalde Municipal de Siquirres y al 
Secretario General del Sindicato Unión de Trabajadores Municipales de Siquirres. La norma 
dispone lo siguiente: “Artículo 46. La Municipalidad reconocerá el derecho a cesantía a los 
trabajadores que hayan ingresado antes del año 2013 como un derecho real sin límite de 
tiempo y a los trabajadores de nuevo ingreso al 2013 en adelante, solo se les reconocerá el 
derecho de cesantía con un tope de 20 años, en las siguientes condiciones: a) Renuncia 
voluntaria. b) Supresión de plaza. Únicamente por renuncia voluntaria, se reconocerá un 
límite de 54 personas anuales, por orden de presentación. Para el cumplimiento de este 
Capítulo la Municipalidad se compromete a reservar anualmente recursos en su presupuesto 
ordinario para dicho fin, siempre y cuando la solicitud haya sido presentada antes de la 
elaboración del presupuesto”. Manifiesta que la norma se impugna en cuanto prohija un 
indebido manejo de fondos públicos, lo que lesiona los principios de igualdad, racionalidad, 
razonabilidad y proporcionalidad. La disposición establece privilegios que afectan el uso de 
fondos públicos, la buena gestión en la prestación de los servicios públicos y suponen un uso 
indebido del dinero de los contribuyentes. La disposición impugnada establece la posibilidad 
de pago del auxilio de cesantía en caso de supresión del cargo, o renuncia. El artículo 63 de la 
Constitución Política dispone que el pago del auxilio de cesantía solo procede para el caso de 
despido sin justa causa. La actuación de la administración pública debe realizarse dentro de 
un marco jurídico determinado y su fuerza de ley le está conferida en tanto se haya acordado 
con arreglo al ordenamiento jurídico. Por otra parte, la norma reconoce el pago por auxilio de 
cesantía hasta por 20 años para unos funcionarios y sin límite de tiempo. En ambos casos, se 
excede el tope de 12 años, fijado recientemente por la Sala Constitucional en el voto Nº 2018-
008882. Esta acción se admite por reunir los requisitos a que se refiere la Ley de la Jurisdicción 
Constitucional en sus artículos 73 a 79. La legitimación al accionante proviene del proviene 
del párrafo segundo del artículo 75 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional en tanto se trata 
de la defensa de intereses difusos como es el adecuado manejo de los fondos públicos. 
Publíquese por tres veces consecutivas un aviso en el Boletín Judicial sobre la interposición de 
la acción. Efectos jurídicos de la interposición de la acción: Se recuerdan los términos de los 
artículos 81 y 82 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional que disponen lo siguiente “Artículo 
81. Si el Presidente considerare cumplidos los requisitos de que se ha hecho mérito, conferirá 
audiencia a la Procuraduría General de la República y a la contraparte que figure en el asunto 
principal, por un plazo de quince días, a fin de que manifiesten lo que estimen conveniente. 
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Al mismo tiempo dispondrá enviar nota al tribunal u órgano que conozca del asunto, para que 
no dicte la resolución final antes de que la Sala se haya pronunciado sobre la acción, y 
ordenará que se publique un aviso en el Boletín Judicial, por tres veces consecutivas, haciendo 
saber a los tribunales y a los órganos que agotan la vía administrativa que esa demanda ha 
sido establecida, a efecto de que en los procesos o procedimientos en que se discuta la 
aplicación de la ley, decreto, disposición, acuerdo o resolución, tampoco se dicte resolución 
final mientras la Sala no haya hecho el pronunciamiento del caso. Si la acción fuere planteada 
por el Procurador General de la República, la audiencia se le dará a la persona que figure como 
parte contraria en el asunto principal.”, “Artículo 82. En los procesos en trámite no se 
suspenderá ninguna etapa diferente a la de dictar la resolución final, salvo que la acción de 
inconstitucionalidad se refiera a normas que deban aplicarse durante la tramitación.”. Dentro 
de los quince días posteriores a la primera publicación del citado aviso, podrán apersonarse 
quienes figuren como partes en asuntos pendientes a la fecha de interposición de esta acción, 
en los que se discuta la aplicación de lo impugnado o aquellos con interés legítimo, a fin de 
coadyuvar en cuanto a su procedencia o improcedencia, o para ampliar, en su caso, los 
motivos de inconstitucionalidad en relación con el asunto que les interese. Se 
hace saber además, que de conformidad con los artículos 81 y 82 de la Ley de Jurisdicción 
Constitucional y conforme lo ha resuelto en forma reiterada la Sala (resoluciones 0536-91, 
0537-91, 0554-91 y 0881-91) esta publicación no suspende la vigencia de la norma en general, 
sino únicamente su aplicación en los casos y condiciones señaladas. Para notificar al Alcalde 
Municipal de Siquirres y al Sindicato Unión de Trabajadores Municipales de Siquirres se 
comisiona al Juzgado Penal de Siquirres, despacho al que se hará llegar la comisión por medio 
del sistema de fax. Esta autoridad deberá practicar la notificación correspondiente dentro del 
plazo de cinco días contados a partir de la recepción de los documentos, bajo apercibimiento 
de incurrir en responsabilidad por desobediencia a la autoridad. Se le advierte a la autoridad 
comisionada, que deberá remitir copia del mandamiento debidamente diligenciado al fax 
número 2295-3712 o al correo electrónico: informes-sc@poder-judicial.go.cr, ambos de esta 
Sala y los documentos originales por medio de correo certificado o cualquier otro medio que 
garantice su pronta recepción en este Despacho. Notifíquese. Expídase la 
comisión correspondiente./Fernando Castillo Víquez, Presidente a. i./.” 
San José, 10 de octubre del 2018. 

Vernor Perera León, 
Secretario a. í. 

O. C. N° 364-12-2017.—Solicitud N° 68-2017-JA.—( IN2018290683 ). 
 


